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Chile es un país con altos niveles de desigualdad, y el sistema educativo 
es un reflejo de ello. Esta afirmación se respalda mediante una larga lista 
de evidencias concretas, asociadas a las interrupciones en las trayectorias 
educativas, la segregación escolar, las brechas de aprendizaje, las diferencias 
en los recursos humanos destinados a cada estudiante, la disparidad de 
los indicadores de desarrollo personal y social, entre otros aspectos (Bellei, 
2018; Mizala & Torche, 2012; SUMMA & UNESCO, 2020; Treviño, 2018; 
Villalobos & Quaresma, 2015). 

En términos más concretos, en el año 2017, 76.135 niños, niñas y ado-
lescentes se encontraban excluidos del sistema educativo (Censo, 2017), 
siendo un 59% de ellos, estudiantes en situación de pobreza (Defensoría de 
la Niñez, 2020). Asimismo, se han evidenciado altos niveles de segregación 
escolar: mientras los estudiantes de menor nivel socioeconómico tienden a 
concentrarse en establecimientos educacionales municipales, los de nivel 
socioeconómico más alto se encuentran en establecimientos particulares 
subvencionados y particulares pagados (Bellei, 2013; Carrasco et al., 2014; 
Elaqcua, 2012; Valenzuela, 2008). Esta segregación se refleja en  brechas 
de aprendizaje y trayectorias académicas que reproducen las (des)ventajas 
de origen (Larrañaga et al., 2014; Treviño et al., 2016). En 2018, la brecha 
en los resultados del SIMCE de Lectura en 4to básico y 2do  medio entre 
estudiantes de nivel socioeconómico alto y bajo fue de aproximadamente 
51 puntos. En el caso de la prueba de Matemáticas, esta diferencia alcanzó 
los 60 puntos en 4to básico y 102 puntos en 2do medio (Agencia de la 
Calidad de la Educación, 2019). Sumado a ello, el ingreso a la educación 
superior también se encuentra asociado al nivel socioeconómico de los 
estudiantes y al establecimiento educacional del cual provienen (Contreras 
et al., 2007; PNUD, 2017). En el proceso de admisión de 2019, el 79% de 

los postulantes egresados de establecimientos particulares pagados fue 
admitido en la universidad, respecto al 43,5% de estudiantes provenientes 
de establecimientos particulares subvencionados y al 30,2% de los pos-
tulantes de establecimientos municipales (Defensoría de la Niñez, 2020). 
Este escenario nos invita a reflexionar acerca del derecho a la educación 
en Chile, y en qué medida está siendo garantizado para todos y todas. 
Considerando que nuestro país se encuentra en un momento histórico que 
nos permite replantearnos la presencia del derecho a la educación en la 
Constitución de la República, donde se definen “los derechos fundamen-
tales y garantías de las personas” (Biblioteca del Congreso Nacional, 2018, 
p126), una pregunta clave es: ¿cómo debería garantizarse el derecho 
(humano) a la educación en la Constitución? 

El propósito de este documento es promover una discusión informada acerca 
del derecho a la educación, analizando: i) cómo se garantiza en Chile a 
través de diversos instrumentos jurídicos (la Constitución vigente, norma-
tivas nacionales e internacionales); ii) qué brechas identificamos respecto 
a los estándares de las convenciones internacionales ratificadas por Chile; 
y iii) qué aspectos debieran tenerse en cuenta en el debate constituyente. 

A continuación, se responde a cada una de estas preguntas. Primero, se 
sintetiza qué se entiende por el derecho a la educación en las normativas 
internacionales, donde se define como un derecho humano. Segundo, se 
analiza en qué medida las normativas nacionales (Constitución, leyes y 
decretos) e internacionales, garantizan el derecho a la educación en Chile. A 
partir de la identificación de los desafíos y deudas pendientes, se presentan 
los principales aspectos a considerar en el debate constituyente. 

1 Este documento es parte de un trabajo mayor realizado junto a Luciano Alarcón y Rosario Escribano. Lectores interesados, pueden revisar el artículo en Gelber et al., 2021. 
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1. EL DERECHO HUMANO A LA EDUCACIÓN
 
La educación fue definida como un derecho humano en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos (DUDH, 1948, Artículo 26). Varios tratados 
internacionales han ampliado 
el alcance del derecho a la 
educación, pero la Convención 
sobre los Derechos del Niño 
(1989) hizo el cambio más 
importante, ya que incorporó 
que la educación debe estar 
centrada en el niño,  promover 
su interés superior, así como 
garantizar la no discriminación. 
La educación como derecho 
humano tiene como objetivo 
fomentar el desarrollo de las 
habilidades, competencias y 
aprendizaje para promover la 
dignidad humana, confianza en 
sí mismo y autoestima (United 
Nations, 2001). Asimismo, este 
derecho contribuye al desa-

rrollo humano y al bienestar colectivo, al permitir que los titulares gocen 
plenamente de otros derechos (UNESCO, 2004, 2019). Es por ello que es 
un derecho social, del que se goza a lo largo de toda la vida. En 2015, 
los países firmantes de la Declaración de Incheon, entre ellos Chile, 
se  comprometieron a “garantizar una educación de calidad inclusiva y 
equitativa, y promover las oportunidades de aprendizaje permanente para 
todos” (UNESCO, 2015). 

Por ser un derecho humano, los Estados están obligados a respetar (evitar 
cualquier acción que pueda negar el acceso a la educación), proteger 
(eliminar las barreras culturales y la violencia en los establecimientos edu-
cativos) y garantizar el derecho a la educación (asegurando que esté al 
alcance de todos) (UNESCO & UNICEF, 2008). Esto implica que los Estados 
deben evitar cualquier interferencia “en el goce del derecho” (del Estado u 
otros), así como definir normas para garantizar que toda la sociedad acceda 
a una educación de calidad (UNESCO, 2019).

Si bien existen diversas aproximaciones teóricas y estándares para relevar 
los aspectos fundamentales del derecho a la educación y en qué medida 
los Estados lo garantizan3, en este documento utilizamos el esquema de 
las 4-A establecido por el Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales de la ONU (Observación general 13, 1999)4,  y definido por 
Tomasevski (2004) como se presenta en la Figura 1.

3  A modo de ejemplo, mientras el informe Delors (1996) define que la educación se debe centrar en aprender a conocer, a ser, a hacer y vivir juntos, el último Informe de Derechos Humanos en 
Chile considera las siguientes dimensiones: acceso y permanencia, propósito de la educación, inclusión y no discriminación, currículo y libertad de enseñanza (Órdenes & Ramos Abadie, 2020). 
4  El esquema de las 4-As ha sido utilizado en fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para resolver casos de discriminación en el sistema educativo (Inter-American Court of Human 
Rights, 2020).

“La educación tendrá por 

objeto el pleno desarrollo 

de la personalidad humana 

y el fortalecimiento del 

respeto a los derechos 

humanos y a las libertades 

fundamentales; favorecerá 

la comprensión, la 

tolerancia y la amistad 

entre todas las naciones y 

todos los grupos étnicos o 

religiosos” 

(DUDH, Extracto del Artículo 26)

Figura 1. Esquema de las 4-As

AVAILABLE

ACCEPTABLE

ACCESSIBLE

ADAPTABLE

DISPONIBLE ACCESIBLE

ADAPTABLEACEPTABLE

Los Estados deben garantizar la oferta 
educativa desde la educación infantil en 
adelante, con infraestructura, servicios, 
TIC , bibliotecas, maestros capacitados 
y bien remunerados.

El sistema educativo no puede dis-
criminar por raza, religión, origen 
socioeconómico o género. Además 
la educación debe ser económica y 
geográficamente accesible.

La educación debe ser adaptable a 
las necesidades específicas de cada 
estudiante, brindandole la asistencia 
que necesita para promover su mejor 
interés.

Los Estados deben brindar una edu-
cación de calidad, para asegurar que 
cada estudiante tenga las mismas 
oportunidades de desarrollar su pleno 
potencial.

Fuente: Elaboración propia en base a Tomasevski (2004).

http://www.unesco.org/new/fileadmin/MULTIMEDIA/FIELD/Lima/pdf/INCHE_2.pdf
https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/cescr/pages/cescrindex.aspx
https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/cescr/pages/cescrindex.aspx
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Tal como se observa en la Figura 1, a fin de garantizar el derecho a la 
educación, los Estados deben asegurar su oferta (Availlable), accessbilidad 
(Accessible), calidad (Acceptable) y flexibilidad para adaptarse a las 
necesidades de los y las estudiantes (Adaptable). 

2. ¿QUÉ INSTRUMENTOS GARANTIZAN EL DERECHO 
A LA EDUCACIÓN EN CHILE? 

El derecho a la educación en Chile se garantiza a través de varios instrumen-
tos nacionales como internacionales. En primer lugar, por convenciones 
y tratados internacionales ratificados por Chile y vigentes, que son 
jurídicamente vinculantes, por lo que el Estado está obligado a respetarlos 
y garantizarlos5. En segundo lugar, por Declaraciones internacionales 
y Marcos para la Acción que no tienen carácter vinculante pero sí son 
monitoreados por la comunidad internacional (por ejemplo: Declaración de 
Salamanca, Declaración de Incheon y Marco para la Acción en Educación 
2030, UNESCO). En tercer lugar, el derecho a la educación se garantiza 
a través de la Constitución Política de la República (1980), que es-
tablece que los derechos esenciales serán garantizados además por “los 
tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes” 
(Artículo 5), asegurando su carácter vinculante. Por último, el derecho a la 
educación se garantiza a través de normativas nacionales (Leyes, Decretos, 
Circulares), que incorporan explícitamente el carácter vinculante de los 
tratados internacionales (Ley 20.370 de 2009 que establece la Ley General 
de Educación; Ley 20.845 de 2015 de Inclusión Escolar; Ley 21.040 de 
2017 que crea el Sistema de Educación Pública; y Ley 21.091 de 2018 
que crea el Sistema de Educación Superior). 

3. ¿EN QUÉ MEDIDA ESTOS INSTRUMENTOS 
GARANTIZAN LAS 4-AS?

A continuación, analizamos las convenciones internacionales ratificadas 
por Chile, la Constitución actual y las legislaciones nacionales vigentes 
a fin de identificar cómo se garantiza el derecho a la educación en Chile 
actualmente6. 

A. DISPONIBILIDAD
La disponibilidad está garantizada en Chile por varios instrumentos. En primer 
lugar, la Constitución chilena asegura la financiación de instalaciones 
e infraestructura educativa para educación parvularia, básica y media 
(artículo 19, número 10). Varias leyes aseguran que la oferta educativa 
sea de alcance nacional (Ley 20.370, artículo 3; Ley 21.040, artículo 5; 
DFL 2, Ley General de Educación), incluyéndose normas sobre educación 
superior, como por ejemplo, la Ley 21.094, que crea centros de formación 
técnica estatales en todas las regiones de Chile. 

En primer lugar para asegurar que todos los establecimientos educativos 
públicos y particulares subvencionados puedan proporcionar materiales y 
recursos humanos adecuados a sus estudiantes, el Estado otorga subsidios 
adicionales a los establecimientos de acuerdo a la cantidad de estudiantes 

5  Al final de este documento se listan los tratados y convenciones internacionales ratificadas y vigentes, que garantizan el derecho a la educación en Chile. 
6 Para análisis exhaustivos de cómo se garantizaba el derecho a la educación previo a la implementación de la  última reforma educativa (2014-2017), ver : López, 2014; Muñoz, 2013; Salgado 
Muñoz, 2017.

vulnerables (Ley 20.248), prioritarios, con Necesidades Educativas Espe-
ciales (Decreto 170  de Educación, 2009) y estudiantes adultos (DFL 2 
de Educación, 1998) que asisten regularmente. 

Un aspecto importante respecto a la oferta escolar es que la última refor-
ma educativa (2014-2017) introdujo un nuevo sistema de gobernanza, 
sustituyendo la administración gestionada por los municipios a través de 
los Servicios Locales de Educación Pública (SLEP), a fin de garantizar la 
provisión de educación pública de calidad a nivel nacional para toda la 
educación obligatoria (Ley 21.040). En términos concretos, esta ley implica 
que la educación pública a nivel nacional esté a cargo de la Dirección de 
Educación Pública (DPE), apoyada a nivel regional por las Coordinaciones 
Regionales. Esta ley busca que el funcionamiento de la Nueva Educación 
Pública sea bajo los principios de mejora continua, trabajo colaborativo 
(intra y entre escuelas), inclusión, además de la necesidad de que los 
SLEP monitoreen los aprendizajes y trayectorias de los estudiantes (Bellei, 
2018; Treviño, 2018). 

En segundo lugar, la libertad de enseñanza está garantizada explícitamente 
por la Constitución (artículo 19, numeral 11) de acuerdo con los tratados 
internacionales (PIDCP, 1966; CDN, 1989). Para promover una oferta 
educativa plural, los actores privados e independientes tienen derecho a 
abrir y administrar escuelas, siempre que respeten los requisitos mínimos 
definidos por el Estado.

Finalmente, la calidad de los recursos humanos y formación docente está 
consagrada por el Pacto Internacional de Derechos Sociales, Económicos 
y Culturales (1976) así como por las leyes nacionales (Ley 19.070). La 
reforma educativa diseñó un nuevo sistema de desarrollo profesional docente 
que: i) aumentó los criterios de selección para postular a la carrera docente 
y avanzar en ella, ii) definió criterios de ingreso más rigurosos para los 
programas de formación pedagógica , iii) estableció que toda institución y 
programa de formación inicial debía ser acreditado por la Comisión Nacional 
de Acreditación, y iv) diseñó una vía de desarrollo profesional, asegurando 
capacitación permanente, evaluaciones externas acompañadas de aumento 
de remuneraciones y mejores condiciones de enseñanza (Ley 20.903).

B. ACCESIBILIDAD
La Constitución asegura el acceso a la educación gratuita y obligatoria en los 
niveles primario y secundario, así como en kínder (Constitución, Artículo 19, 
Numeral 10), tal como lo establecen diversas convenciones internacionales 
(DUDH; PIDCP; CDN). Sin embargo, recién con la última reforma educativa, 
se suprimió el co-pago, eliminando las barreras económicas para el acceso 
a la educación obligatoria en establecimientos financiados por el Estado 
(públicos y subvencionados).  Además, se eliminó la subvención pública para 
establecimientos educativos con fines de lucro (Ley 20.845). A su vez, la 
última reforma educativa generó una oferta educativa  estatal  en educación 
superior técnica (Ley 21.091 de 2017) y gratuita para los estudiantes de  
educación superior de nivel socio-económico bajo (Ley 21.091 de 2018), 
sin eliminar las becas y facilidades de crédito existentes (Ley 20.370 de 
2009; Ley 20.027 de 2005; Decreto 39 de Educación, 2011). A pesar de 

https://www.bcn.cl/formacioncivica/constitucion.html
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1006043
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1111237
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=127911
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=269001
https://especial.mineduc.cl/wp-content/uploads/sites/31/2018/06/DTO-170_21-ABR-2010.pdf
https://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CCPR.aspx
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=30437
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1087343
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1118991
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=239034
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?i=1026300
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la Observación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (2017), en que se establece que el sistema educativo privado 
no puede discriminar ni segregar, y que debe regirse por normas similares 
al sistema educativo público, las normativas educativas vigentes en Chile 
solamente refieren al sistema público y subvencionado en materia de 
inclusión.
 
Un aspecto fundamental de 
la accesibilidad es la no dis-
criminación (CDN; PIDESC). El 
acceso no puede estar limitado 
por género, origen socioeconó-
mico, racial, étnico o migrante, 
entre otros (CIEDR; CDCM; 
I-C19; CDPD), debido a que 
no solo restringe el derecho a 
la educación, sino que además 
limita la integración y cohesión 
social al concentrar estudiantes 
de contextos y características 
similares, reproduciendo sus (des)
ventajas de origen (Corvalán & 
García Huidobro, 2016; Mizala 
& Torche, 2012; Treviño et al., 
2011). Diversas legislaciones 
regulan el acceso a la educa-
ción para grupos específicos, 
como: adultos (Decreto 257 de 
Educación, 2009), estudiantes en hospitales (Decreto 374 de Educación, 
2000) y en prisiones (Ley 20.370 de 2009, Artículo 23). Sin embargo, uno 
de cada siete niños, niñas y adolescentes que se encuentra bajo cuidado 
del Estado, no se encuentra estudiando (Defensoría de la Niñez, 2020), y 
uno de cada cinco se encuentra rezagado (Comité de los Derechos de la 
Niñez, 2018).

Los estudiantes con Necesidades Educativas Especiales (Ley 20.422), los 
inmigrantes (MINEDUC, 2017) y los estudiantes LGBTIQ+ (Superintendencia 
de Educación, 2017) tienen garantizado su derecho a acceder, participar y 
permanecer en la escuela. La última reforma educativa eliminó la selección 
arbitraria en establecimientos educativos públicos y subvencionados, al 
crear el Sistema de Admisión Escolar (SAE). Este sistema de postulación 
es centralizado y en línea para que los padres definan sus preferencias 
escolares (Ley 20.845). De modo que los establecimientos educativos ya 
no pueden exigir información de antecedentes socioeconómicos, pruebas 
académicas, entrevistas, referencias académicas ni certificados religiosos 
para admitir estudiantes (Carrasco et al., 2017; Godoy et al., 2014). Si 
hay cupos disponibles, los estudiantes se asignan automáticamente a su 
preferencia. Si no hay cupos en ninguna de sus preferencias, un algoritmo 
determina la mejor coincidencia entre las preferencias de los padres y la 
disponibilidad de los establecimientos (Carrasco & Honey, 2019). 

Tal como lo definen varias convenciones internacionales, también se garantiza 
la no discriminación a lo largo de la trayectoria educativa (CDN; PIDESC; 
CPCD; CDCM). Las leyes nacionales prohíben que las escuelas públicas y 
particulares subvencionadas expulsen a los estudiantes por razones ideológicas 
o políticas, así como a los estudiantes que reprueban un año académico, los 

estudiantes cuyos padres cambian su estado civil, estudiantes embarazadas, 
de bajo rendimiento, los estudiantes que toman medicamentos, y los que 
tienen o desarrollan Necesidades Educativas Especiales (Ley 20.370; DFL 
2 de Educación de 1998; DFL 2 de Educación de 2009).

C. ACEPTABILIDAD
Los establecimientos educativos deben ser aceptables no solo para los estu-
diantes -garantizando el acceso a una educación de calidad-, sino también 
para los padres -asegurando que puedan elegir libremente la educación de 
sus hijos- (UNESCO, 2019). En primer lugar como se mencionara anterior-
mente, el Sistema de Admisión Escolar busca garantizar que los padres y 
apoderados seleccionen el establecimiento público o subvencionado de su 
preferencia, evitando que la selección quede en manos de los estableci-
mientos.  En segundo lugar, UNESCO define la calidad  de la educación en 
base a cinco aspectos: i) eficacia (objetivos de la educación); ii) eficiencia 
(uso óptimo de recursos); iii) equidad (ofreciendo a cada estudiante lo que 
necesita); iv) pertinencia (atendiendo la diversidad del estudiantado); y v)  
relevancia (UNESCO & UNICEF, 2008).

Con respecto a la eficacia, el derecho a una educación de calidad se 
consagra cuando todos los estudiantes logran los objetivos de la educación. 
A pesar de que las metas están vagamente definidas en la Constitución 
(Artículo 19, Numeral 10), algunas de éstas se encuentran detalladas en 
diversas leyes (DFL 2 de Educación de 2009; Ley 20.370; Ley 20.845; 
Ley 21.040), siguiendo lineamientos de las convenciones, tratados y 
declaraciones internacionales (CDN; Objetivos de Desarrollo Sostenible de 
la UNESCO; PIDESC, CPCD). La educación es un proceso de aprendizaje 
continuo, cuyo objetivo es lograr el desarrollo de cada alumno en diferentes 
aspectos (éticos, morales, intelectuales, artísticos, afectivos), a través de 
la transmisión de habilidades, conocimientos y valores que preparen a las 
personas para convivir y participar activamente en la sociedad (DFL 2 de 
Educación de  2009; Ley 20.370). Asimismo, el Sistema de Aseguramiento 
de la Calidad (SAC) define los estándares de aprendizaje y rendimiento, 
mide anualmente el progreso de las escuelas y los estudiantes con prue-
bas estandarizadas en Matemáticas y Lectura, orienta a las escuelas a 
mejorar sus resultados, así como clasifica a los establecimientos en base 
a sus resultados (Ley 20.529).  Este sistema de rendición de cuentas de 
alto riesgo promueve la competencia entre las escuelas públicas por los 
estudiantes de alto rendimiento, contribuyendo a la segregación académica 
(Treviño et al., 2018, 2019).

Con respecto a la eficiencia, de acuerdo con las declaraciones internacionales, 
varias leyes tienen como objetivo garantizar que todos los estudiantes tengan 
la misma oportunidad de adquirir una educación de calidad, especialmente 
aquellos que requieran un apoyo específico o complementario (Decreto 
83 de Educación de 2015; Ley 20.370, artículo 3; DFL 2 de Educación 
de 2009; Ley 20.529). Por eso, en parte, el Estado proporciona a las 
escuelas públicas y particulares subvencionadas fondos complementarios 
para promover la matrícula y asistencia de los estudiantes de bajo nivel 
socioeconómico y brindar apoyo académico (DFL 2 de Educación de 1998; 
Ley 20.248). Asimismo, a partir de la última reforma educativa, existe una 
Estrategia Nacional de Educación Pública que busca mejorar la calidad de 
la educación en el sistema público, considerando la matrícula, asistencia, 
inclusión, convivencia escolar e implementación curricular, entre otros 
aspectos (Ley 21.040).

“Se entiende por 

discriminación toda 

distinción, exclusión, limitación 

con preferencia, fundada en 

la raza, el color el sexo, el 

idioma, las opiniones políticas 

o de cualquier otra índole, 

el origen nacional o social, 

la posición económica o el 

nacimiento, que tenga por 

finalidad o por efecto destruir 

o alterar la igualdad de trato 

en la esfera de la enseñanza” 

(Extracto del artículo 1,CRLCDE, 1969)

https://www.ohchr.org/en/professionalinterest/pages/cerd.aspx
https://www.ohchr.org/sp/hrbodies/cedaw/pages/cedawindex.aspx
https://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:312314
https://www.un.org/development/desa/disabilities/convention-on-the-rights-of-persons-with-disabilities/convention-on-the-rights-of-persons-with-disabilities-2.html
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1005224&idVersion=2009-08-19&idParte=
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=155851
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1010903&idParte=
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1078172
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1074511
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1074511
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1028635
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Por último, la pertinencia de los programas curriculares y la oferta educativa 
se garantiza a través de diferentes mecanismos. Primero, siguiendo los 
lineamientos de los tratados internacionales (CRLDE; CIEDR; PIDCP), el 
Nuevo Sistema de Educación Pública ofrecerá una diversidad de proyectos 
educativos, adecuados a los contextos y necesidades locales (Ley 21.040). 
En segundo lugar, también se garantiza la idoneidad cultural para las comu-
nidades indígenas. Siguiendo el C-169 de la OIT, Chile ofrece el programa 
Educación Intercultural Bilingüe para enseñar el idioma, cosmovisión e 
historia de los pueblos indígenas (Ley 20.370, Artículo 23), y también brinda 
educación intercultural, aunque solamente en establecimientos con alta 
proporción de estudiantes pertenecientes a pueblos originarios (Ley 19.253).

D. ADAPTABILIDAD
Chile garantiza la adaptabilidad principalmente para los estudiantes con 
Necesidades Educativas Especiales (NEE). En primer lugar, las escuelas 
públicas deben aplicar mecanismos para compensar o evitar cualquier 
desventaja que puedan tener los estudiantes, brindando atención específica 
a quienes más lo necesitan (Ley 21.040, artículo 5; Ley 20.370, artículo 
3). Además, siguiendo con las recomendaciones internacionales respecto 
a que los programas curriculares y las estrategias de enseñanza deben 
ser flexibles y centrados en el estudiante (Naciones Unidas, 2001; CPDC), 
la normativa nacional define ajustes para los estudiantes con Necesida-
des Educativas Especiales (Ley 20.370, artículos 3, 34; Decreto 170 de 
Educación de 2010; Decreto 83 de Educación de 2015; Ley 20.422) en 
las escuelas regulares y especiales (Ley 20.370, artículo 10), asegurando 
los recursos humanos y materiales que puedan necesitar para alcanzar las 
metas educativas (DFL 2 de Educación de 2009). Las escuelas también 
deben brindar programas especiales para apoyar a los estudiantes con bajo 
rendimiento académico (DFL 2 de Educación de 2009).

A pesar de estos avances, la definición de NEE se basa en una perspectiva 
individual de diagnóstico médico, a través de la cual el sistema educativo 
debe compensar las carencias y déficits de los estudiantes a la hora de 
aprender (V. López et al., 2014). En el Decreto 170 de Educación (2010), 
se establecen los instrumentos y profesionales aptos para diagnosticar 
estudiantes con necesidades educativas permanentes y transitorias, y se 
define que los establecimientos públicos y subvencionados pueden postular 
para ofrecer Programas de Integración Escolar (PIE), a fin de contar con 
personal y recursos para atender adecuadamente a los estudiantes con 
NEE. Esta perspectiva se centra en una mirada de integración, pero no de 
inclusión (Rojas & Armijo, 2016), ya que no garantiza el acceso universal 
a una atención adecuada ni en el sistema subvencionado ni en el privado 
(Treviño, 2018). En este contexto, el cambio de timón debiera dirigirse 
hacia una perspectiva social, en la que el propio sistema educativo de 
respuesta y sea capaz de crear espacios de aprendizaje donde se eliminen 
las dificultades para el aprendizaje.

Por otro lado, respecto a estudiantes pertenecientes a pueblos originarios, 
se ha generado el rol de los educadores tradicionales, quienes poseen la 
experticia en cuanto a la lengua, tradiciones, historia y cosmovisión de 
diversas comunidades indígenas.  En términos concretos, los educadores 
tradicionales pueden impartir los planes y programas de la asignatura y 
sector de lengua indígena y los conocimientos culturales de los pueblos 
originarios (Decreto 301 de Educación de 2018). Asimismo, se ha definido 
que los establecimientos educacionales con alto porcentaje de estudiantes 
indígenas deben garantizar que éstos desarrollen aprendizajes que les per-
mitan comprender mensajes simples en su lengua indígena, reconociendo 

su historia y conocimientos (Ley 20.370, artículo 28). Sin embargo, esta 
oferta no es de carácter universal, sino exclusiva para establecimientos 
con alta proporción de estudiantes pertenecientes a pueblos originarios.
En cuanto a estudiantes migrantes, se ha respaldado el respeto por la 
libertad de los trabajadores migratorios para hacer que sus hijos reciban 
la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus convicciones 
(Decreto 84, 2015; CRMW, 1990). Por otro lado, durante el año 2018, 
el Mineduc promulgó la Política Nacional para Estudiantes Extranjeros 
2018-2022, en la cual se plantea como desafío la necesidad de generar 
una certificación para mediadores culturales, además de disponer de apoyo 
financiero y formación didáctica para la enseñanza del español (MINEDUC, 
2018). Sin embargo, a pesar de la implementación de un curso de formación 
de monitores de enseñanza del español, no existe pronunciamiento respecto 
a la apertura de centros destinados a la inserción lingüística ni la educación 
con un enfoque multicultural (Stefoni et al., 2016).

Dos medidas recientes han resultado relevantes para incorporar la mirada 
inclusiva a la educación, para todo el estudiantado. En primer lugar, el De-
creto 83 de Educación (2015) establece la diversificación de la enseñanza 
(Diseño Universal de Aprendizajes) así como adaptaciones curriculares, 
eliminando el uso de programas especiales para estudiantes con NEE. 
Sin embargo, solo se aplica en educación parvularia y básica. A través de 
este decreto, se siguen las recomendaciones de la CPCD a fin de asegurar 
una educación de calidad para todo el estudiantado. En segundo lugar, en 
2020 se ha comenzado a implementar la evaluación formativa con enfoque 
inclusivo (Decreto 67 de Educación de 2018). A pesar de estos avances, las 
Escuelas de Lenguaje se mantienen sin cambios ni monitoreo, funcionando 
sin conexión al sistema regular de educación, y las escuelas especiales 
requieren más coordinación con el sistema regular para complementarlo 
(Órdenes & Ramos Abadie, 2020).

5. LAS DEUDAS PENDIENTES PARA GARANTIZAR EL 
DERECHO A LA EDUCACIÓN EN CHILE 

Tal como lo presentáramos al inicio, como la educación está consagrada como 
un derecho humano, el Estado de Chile está obligado no solo a respetarlo 
y protegerlo, sino también a asegurar su cumplimiento. Sin embargo, la 
sistematización presentada da cuenta que ni la Constitución ni las norma-
tivas nacionales protegen o facilitan el cumplimiento cabal del derecho a la 
educación de calidad para todos y todas, a pesar de lo establecido en las 
normativas internacionales ratificadas por Chile, y de carácter vinculante. 

Ahora bien, considerando el Marco de las 4-As, se observa un antes y un 
después en base a la última reforma educativa (2014-2017). Previo a la 
última modificación legal, la educación pública no era accesible para todos 
debido a la existencia de barreras económicas (co-pago) y de discriminación 
arbitraria (mecanismos de selección por parte de establecimientos públicos y 
subvencionados) (Carrasco et al., 2017; Elaqcua, 2012; Godoy et al., 2014; 
Mizala & Urquiola, 2007). En un sistema educativo altamente segregado 
en que la calidad de la educación dependía del sector educativo (medida 
a través de nivel de aprendizajes, nivel de formación docente, entre otros), 
tampoco se garantizaba la aceptabilidad (Rosas & Santa Cruz, 2013). En 
tercer lugar, los estudiantes de educación pública no contaban con garantías 
respecto a la disponibilidad de docentes de calidad, ya que estos se 
concentraban en establecimientos privados pagados y subvencionados, y 
no había un sistema de desarrollo profesional que abarcara a la totalidad 

http://portal.unesco.org/en/ev.php-URL_ID=12949&URL_DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=279441
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=30620
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1120543
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=238928
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cmw.aspx


6 /11

DEBATES DE JUSTICIA EDUCACIONAL

del cuerpo docente.  Por último, 
la adaptabilidad del sistema 
educativo no se garantizaba 
en la Constitución, ni tampoco 
en las normativas. Un ejemplo 
claro refiere a los estudiantes 
con Necesidades Educativas 
Especiales (NEE), que se diag-
nosticaban principalmente a 
partir de un chequeo médico, 
centrado en el déficit, y que 
carecían de una oferta universal 
de Programas de Integración 
Escolar en el sistema público 
y privado, para poder recibir 
atención adecuada para sus 
necesidades.

La última reforma educativa ha 
implicado avances legislativos 
en las 4-As pero aún insufi-
cientes. A través del Sistema 
de Admisión Escolar y la elimi-
nación del co-pago en estable-
cimientos subvencionados y 
públicos, se avanzó en asegurar la accesibilidad. A través de la creación 
de una Nueva Educación Pública, centrada en la calidad, y la asignación 
de recursos para su robustecimiento, se avanzó en garantizar la acepta-
bilidad en el sistema educativo público. Se buscó también mejorar la 
disponibilidad a través de la creación de establecimientos de educación 
superior estatales, así como con la búsqueda por garantizar un cuerpo 
docente formado y de calidad a través del Sistema de Desarrollo Profesio-
nal Docente. Por último, si bien se ha avanzado en la adaptabilidad, en 
esta área es donde hay una mayor deuda. A pesar de la reciente incorpo-
ración del Diseño Universal de Aprendizajes y la evaluación formativa en el 
sistema escolar, la oferta de Programas de Integración Escolar sigue 
siendo voluntaria en los establecimientos públicos, y no está garantizada 
tampoco en los establecimientos particulares pagados8. Además, el diag-
nóstico de NEE sigue centrándose en una visión deficitaria del estudiante. 
Asimismo, respecto a estudiantes migrantes, los avances no se han ma-
terializado en una normativa que garantice una educación intercultural, ya 
que las iniciativas dirigidas hacia la inserción lingüística o la incorporación 
curricular de otras culturas no se han materializado. Un ejemplo de esto se 
observa en que el currículo de la asignatura de Historia, Geografía y Cien-
cias Sociales aún posee un enfoque local y nacional, que no está alineado 
con una perspectiva inclusiva que reconozca y valore la diferencia (Órdenes 
& Ramos Abadie, 2020).

A pesar de estos avances, el Estado de Chile se encuentra aún lejos de 
cumplir con los estándares comprometidos a través de diversos tratados 
internacionales para garantizar el derecho a la educación9 no solo a nivel 
normativo, sino también en términos de diseño e implementación. En primer 

“La Constitución Política es el documento fun-
dante del marco de legitimidad final del Estado, 
de las instituciones que lo conforman, y por su 
intermedio se reconocen las potestades, inmu-
nidades y poderes que asisten a los habitantes 
de la República.”

Espejo Yaksic, 2017 (pág 11)

lugar, a pesar de las recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño 
(2015), por la ausencia de un marco regulatorio que norme y fiscalice a los 
establecimientos del sector particular pagado (Órdenes & Ramos Abadie, 
2020), el Estado de Chile continúa regulando exclusivamente al sector 
público y subvencionado para garantizar la inclusión. Asimismo, la calidad 
de la educación sigue midiéndose fundamentalmente a través de pruebas 
estandarizadas de desempeño (SIMCE)10, a pesar de que en esa misma 
recomendación, el Comité sugiere incluir valores y actitudes como la empatía, 
respeto al medio ambiente y participación en la vida democrática (Órdenes 
& Ramos Abadie, 2020). Incluso, llama la atención que la calidad de la 
educación no se mida en base a los objetivos de la educación definidos en 
diversas convenciones internacionales y replicados en recientes legislaciones 
como la Ley de Inclusión y la Ley de Nueva Educación Pública. 

En segundo lugar, a pesar de la ratificación de la Convención de los Derechos 
del Niño, los estudiantes todavía no son el centro del proceso educativo, ni 
se considera su participación como vinculante para el proceso educativo.  
En tercer lugar, respecto a la Convención para Personas con Discapacidad, 
las normativas nacionales vigentes no ofrecen una visión clara ni avances 
progresivos para garantizar el derecho a la educación de este grupo. 
Mientras el Decreto 170 de Educación se basa en diagnóstico, atención 
y financiamiento desde una visión del déficit y específica, el Decreto 83 
propone una mirada inclusiva en que el sistema se adapta al estudiante 
independiente de su necesidad. En cuarto lugar, el derecho a la educación 
para estudiantes migrantes está garantizado solamente en términos de 
acceso a través del Decreto 84 de Educación; sin embargo, no se ha res-
pondido en términos legales, a las necesidades planteadas en la Política 
Nacional para Estudiantes Extranjeros, donde aún queda mucho camino por 
recorrer para alcanzar una educación intercultural que considere la inserción 
lingüística y otras necesidades fundamentales de este grupo de estudiantes. 
En quinto lugar, también quedan deudas pendientes -y urgentes- con los 
estudiantes pertenecientes a pueblos originarios y estudiantes LGBTIQ+, 
en términos de acceso, aprendizaje y logro educativo (Rojas et al., 2020; 
Valenzuela et al., 2017)

Finalmente, a pesar de que la suscripción a la Convención de los Derechos 
del Niño se realizó hace 30 años, ni la Constitución ni las legislaciones vi-
gentes reconocen explícitamente el derecho de niños, niñas y adolescentes 
a ser escuchados ni que sus opiniones sean consideradas en los diversos 
aspectos que le afectan, como la educación (Comité de los  Derechos del 
Niño, 2018). Más aún, tampoco existe una ley de protección integral de 
los derechos de la niñez.

A modo de síntesis, si bien el Estado de Chile ha definido acciones para 
cumplir con los estándares internacionales, estas no abarcan a todo el 
sistema educativo ni se rigen por el principio de inclusión. A fin de reducir 
las brechas entre los compromisos internacionales y la normativa jurídica 
nacional, se sugieren dos cambios. En primer lugar, un monitoreo de las 
medidas que se están tomando, para poder asegurar la progresividad y 
alcance del cumplimiento de los estándares internacionales (Órdenes & 
Ramos Abadie, 2020).  En segundo lugar, que las garantías al derecho a la 
educación de calidad para todos y todas se incluyan explícitamente en la 

“Un Estado activo y vigilante 

en asegurar el respeto a los 

derechos humanos debiera exhibir 

un patrón sistemático, al guiar 

la toma de decisiones mediante 

una estrategia de cumplimiento 

ajustada a principios específicos: 

progresivo, al avanzar en 

el tiempo de acuerdo con 

una estrategia; y suficiente, 

al abordar los temas de 

manera necesaria y completa, 

en el cumplimiento de sus 

compromisos con los tratados 

internacionales de derechos 

humanos.” 

(Órdenes & Ramos Abadie, 2020, p446)

 8 Se encuentra en discusión un proyecto de ley que busca garantizar la oferta de Programas de Integración Escolar en establecimientos privados sin cobros adicionales para los padres y apodera-
dos (Boletín No: 12.982-04). 
9 Estudiantes con situación socioeconómica que dificulta su proceso educativo 
10 El Sistema de Aseguramiento de la Calidad considera los resultados SIMCE (que representan el 67% de la evaluación del establecimiento educativo) e indicadores de desarollo personal y social 
(medidos a partir de encuestas auto-aplicadas).
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Constitución. De esta forma, se podrá asegurar su permanencia, así como 
transformarse en eje de la política educativa, independiente del gobierno y 
Congreso de turno, como los son las legislaciones y decretos.

6. UN ZOOM AL DERECHO A LA EDUCACIÓN 
EN LA CONSTITUCIÓN
 
Considerando que la Constitución es el instrumento que define los cimientos 
del sistema político, institucional y legal del país, resulta fundamental que 
incluya explícitamente la protección y garantía del derecho a la 
educación, abordando aspectos claves de las convenciones internacionales 
ratificadas y vigentes en Chile. A fin de reflexionar acerca de los posibles 
contenidos de la nueva Constitución, es necesario identificar las principales 
dificultades que presenta la Constitución actual para garantizar el derecho 
a la educación11. 

En primer lugar, la Constitución define los derechos fundamentales de las 
personas en el Artículo 19. Dos numerales del Artículo 19 refieren a la 
educación: el numeral 10 establece el derecho a la educación, y el numeral 
11 define la libertad de enseñanza. Si bien el derecho a la educación se 
encuentra también amparado por los tratados internacionales ratificados en 
Chile (Artículos 5, 6 y 7), su protección no está garantizada en la Constitución. 
El artículo 20 establece un listado de los derechos por los que las personas 
pueden recurrir a los tribunales ante casos de “privación, perturbación o 
amenaza”, y aunque la libertad de enseñanza sí se menciona, el derecho a 
la educación se omite. Por tanto, un primer nudo crítico de la Constitución 
es que el derecho a la educación no es exigible (González et al., 2020).

Considerando que la definición de la libertad de enseñanza en la Constitución 
se restringe al “derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos 
educacionales” (numeral 11), resulta llamativo que éste se encuentre pro-
tegido por sobre el derecho a la educación consagrado como humano por 
diversas convenciones internacionales ratificadas por Chile. Este carácter 
restrictivo de la Constitución, que consagra derechos sociales, pero no sus 
mecanismos de protección, requiere ser revisado en el debate constituyente. 
A modo de ejemplo, se podrían generar mecanismos de protección que 
integren de modo sistemático las garantías de la Constitución y de las 
convenciones y normativas internacionales (Nash Rojas, 2006). A su vez, 
el hecho de que el derecho a la educación no se encuentre priorizado por 
sobre la libertad de enseñanza, requiere un debate urgente (Bellei & Pérez, 
2000; Quiero Bastías & Portales, 2020).  

En segundo lugar, como lo presentáramos anteriormente, la Constitución 
garantiza la disponibilidad a través del financiamiento de una oferta 
gratuita (accesible por ausencia de barreras económicas) en educación 
parvularia, básica y media. Sin embargo, no se garantiza el acceso de todos 
los estudiantes al sistema (al no hacer referencia a ninguna protección en 
contra de cualquier tipo de discriminación), ni se establece que el Estado 
deba garantizar la calidad de la educación que financia (aceptabilidad), 
ni que el sistema educativo deba adecuarse a las necesidades de los 
estudiantes (adaptabilidad). El debate constituyente requiere de una 
reflexión en cómo la Constitución podría proteger y garantizar la 
accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad del sistema educativo 
en su conjunto, y no solamente la disponibilidad.

11 Se recomienda revisar el documento de González et al (2020) en que se identifican diez nudos críticos de la Constitución actual, centrados en el derecho a la educación, la consolidación del rol del Estado 
y la libertad de enseñanza .

En tercer lugar, la Constitución no prioriza a la educación pública frente al 
sector privado (González et al., 2020), ni tampoco define al Estado como 
regulador del sistema educativo privado. Considerando que la educación 
pública es clave para garantizar la equidad, resulta necesario debatir acerca 
del rol del Estado como garante del derecho a la educación en la totalidad 
de la oferta educativa.

En cuarto lugar, a pesar de que Chile ha ratificado la Convención de 
los Derechos del Niño, la Constitución no reconoce a los niños, niñas y 
adolescentes como sujetos de derechos (Espejo Yaksic, 2017). Esta con-
vención implicó un cambio de paradigma respecto al concepto de niñez 
desde uno basado en la niñez como objeto de asistencia y control (CIDH & 
OEA, 2017), a uno basado en la niñez  como titulares de derechos civiles, 
políticos, económicos, culturales y sociales. Esto trae consigo no solamente 
el reconocimiento legal de sus derechos, sino también la garantía para el 
goce efectivo de éstos – a través de un conjunto de medidas legislativas, 
administrativas, financieras, sociales, entre otras– (Defensoría de la Niñez, 
2019). Esto implica que el reconocimiento de los niños, niñas y adolescentes 
en la Constitución es un requisito mínimo para avanzar en los compromisos 
internacionales asumidos. 

Por último, pero no menos relevante, la discusión constituyente requiere 
una reflexión acerca de los objetivos y el sentido de la educación en miras 
al modelo de sociedad que se aspira (Órdenes & Ramos Abadie, 2020). En 
este sentido, los objetivos ya definidos en las normativas internacionales 
y nacionales, podrían servir como base para la discusión, complementado 
con el Objetivo de Desarrollo Sostenible 4, suscrito por Chile en 2015, que 
establece que el Estado debe: “garantizar una educación inclusiva, 
equitativa y de calidad y promover oportunidades de aprendizaje 
durante toda la vida para todos” (PNUD, 2020).

El debate constituyente ofrece una oportunidad histórica para “redefinir el rol 
del sistema educativo en la construcción social, expandiendo sus alcances 
y consolidando su estatus como derecho social universal garantizado por 
el Estado” (González et al, 2020, p5). A partir de la evidencia recopilada 
en este documento, esperamos aportar a un debate informado para que el 
derecho a la educación de calidad sea garantizado cabalmente en las bases 
jurídicas de la institucionalidad, acorde a los compromisos internacionales 
y las demandas sociales de las últimas décadas. 
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